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RESUMEN

La relación jurídico tributaria es el conjunto de vínculos 
establecidos entre los sujetos de derecho, bajo el amparo 
legal y cuyo nacimiento se condiciona a la obligación del 
pago de los impuestos. Como sujeto pasivo de esta rela-
ción el contribuyente es el que posee el deber del pago de 
la obligación o de contribuir. Dicho deber es, en la genera-
lidad de las legislaciones mundiales, y dada la importancia 
en las distintas economías de los tributos, regulado a nivel 
constitucional. Sin embargo, para su correcta aplicación y 
desarrollo en las leyes específicas es fundamental el res-
peto a los principios básicos de lo que se conoce como 
Justicia Tributaria. En conjunto, estos principios constitu-
yen garantías básicas para los constituyentes, y al igual 
que el deber de contribuir, es defendido por la doctrina 
internacional su legislación constitucional. A pesar de esto, 
actualmente aun existen deficiencias en su regulación le-
gislativa en los distintos niveles. Por ello, es objetivo de 
este trabajo analizar la regulación de dichos principios 
en Cuba, utilizando los métodos: Sistémico-Estructural-
Funcional, Histórico-lógico e Inductivo-Deductivo. En el 
Ordenamiento Jurídico Cubano, es solo a partir de la nue-
va Constitución del 2019 que se incorpora como deber de 
los ciudadanos nacionales y extranjeros residentes en el 
territorio el aportar a la financiación de los gastos públicos. 
A pesar de ello los principios tratados solo se regulan en 
la Ley Tributaria, y expresamente solo se encuentran los 
principios materiales de Justicia Social.  
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ABSTRACT

The tax legal relationship is the set of links established 
between the subjects of law, under legal protection and 
whose birth is conditioned to the obligation to pay taxes. 
As a taxpayer in this relationship, the taxpayer is the one 
who has the duty to pay the obligation or to contribute. Said 
duty is, in the majority of world legislations, and given the 
importance in the different economies of taxes, regulated 
at the constitutional level. However, for its correct applica-
tion and development in specific laws, it is essential to re-
spect the basic principles of what is known as Tax Justice. 
Together, these principles constitute basic guarantees for 
the constituents, and like the duty to contribute, it is defend-
ed by international doctrine in its constitutional legislation. 
Despite this, currently there are still deficiencies in its legis-
lative regulation at different levels. Therefore, the objective 
of this work is to analyze the regulation of these principles in 
Cuba, using the methods: Systemic-Structural-Functional, 
Historical-logical and Inductive-Deductive. In the Cuban 
Legal System, it is only from the new Constitution of 2019 
that it is incorporated as a duty of national and foreign cit-
izens residing in the territory to contribute to the financing 
of public expenses. Despite this, the principles discussed 
are only regulated in the Tax Law, and expressly only the 
material principles of Social Justice are found.
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INTRODUCCIÓN
La realidad económica y social del mundo, y Cuba como 
parte de él, ha hecho que sea imprescindible para la su-
pervivencia de un país el cobro de tributos para el financia-
miento de los gastos públicos. Los tributos se convirtieron 
en una forma relativamente estable de entrada de dinero a 
los fondos del Estado destinados a apoyar la economía del 
país y a cubrir las necesidades de los ciudadanos con las 
que el Gobierno se compromete a asistir. 

El pago del tributo es obligación de los contribuyentes, su-
jetos de la relación jurídico tributaria. Su deber de pago o 
contribución, dada la relevancia que posee para el mismo 
funcionamiento del país, debe ser regulada en ley como 
deber constitucional. De modo que, a partir de su regula-
ción en la Carta Magna, reciba su correspondiente desa-
rrollo en la ley específica dedicada a la materia. 

Para la legislación del deber de aportar de los contribuyen-
tes es necesario que se realice de acuerdo a principios de 
Justicia Tributaria reconocidos, comúnmente, por la doc-
trina internacional. De acuerdo al consenso de varios au-
tores, dada la importancia de estos principios en relación 
con la materia tributaria y la trascendencia de esta en el 
Ordenamiento Jurídico y el propio funcionamiento de cual-
quier país, deberían regularse primeramente con carácter 
constitucional, aunque se desarrollen posteriormente en la 
forma correspondiente. 

En Cuba el deber de contribuir no se reguló, durante mu-
chos años, en el ordenamiento jurídico, de acuerdo con la 
realidad que se vivía en aquellos momentos. Sin embargo, 
el país a partir de la década de los 90 ha experimentado 
grandes cambios a nivel económico y social que contribu-
yeron a la instauración del pago de tributos como medida 
del Gobierno para la mejora de la calidad de vida de la 
población. De modo que en consonancia con dichos cam-
bios se hace imprescindible la actualización de las leyes y 
normas que rigen a la Isla. Incluyendo la Constitución y las 
leyes en materia tributaria. Por lo que es objetivo de este 
trabajo analizar la regulación de dichos principios en Cuba. 

DESARROLLO
El Contribuyente como sujeto de la relación jurídica-tribu-
taria. 

La relación jurídica-tributaria es definida como el “conjunto 
de vínculos y relaciones que se establecen entre sujetos de 
derecho en función de una obligación, el pago del tributo, 
y en virtud de la ley” (Pérez, 2007, p.123-134). Concebidas 
sus funciones dentro del ordenamiento legal de acuerdo 
a determinados principios, se consideran merecedoras de 
tutela jurídica. 

Dentro del ordenamiento jurídico general, aquellas leyes y 
normas dedicadas a la regulación del tributo, conforman el 
llamado ordenamiento jurídico tributario y las relaciones o 
vínculos que estas crean, modifican y norman, son relacio-
nes tributarias. Dicha relación se establece entre un ente 

público acreedor y el particular contribuyente, siendo el eje 
central de esta la obligación o el pago del tributo. (Pérez, 
2007, p.123)

En la relación establecida existen elementos personales 
fácilmente apreciables: el acreedor, sujeto activo del víncu-
lo con derecho a exigir el pago de la obligación tributaria 
(ente público antes mencionado), y el deudor, sujeto pasi-
vo que se encuentra obligado al pago de la prestación al 
acreedor. Dado que este tipo de obligación es ex lege, la 
ley es la que define quienes son los sujetos, así como sus 
derechos, deberes y poderes. 

La Constitución de la República establece en sus artícu-
los 90 y 91 respectivamente que los ciudadanos cubanos 
y los extranjeros residentes en el territorio tienen el deber 
de contribuir a la financiación de los gastos públicos de 
acuerdo a los parámetros establecidos para ello en la ley. 
En el artículo 7 de la Ley del Sistema Tributario, en concor-
dancia con lo regulado sobre la materia en la Constitución, 
se define como sujetos del Sistema Tributario las personas 
naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras.  

La Ley 113 de 2012 Del Sistema Tributario, en Cuba, es-
tablece en su artículo 10 que “Son sujetos pasivos del 
Sistema Tributario las personas naturales o jurídicas que 
por disposición de la ley deben cumplir una obligación tri-
butaria, en calidad de contribuyente, retentor o perceptor. 
Los sujetos pasivos pueden actuar personalmente o por 
medio de representante.”  Entendiendo por contribuyente 
aquel sujeto al que la ley le impone la obligación de pagar 
tributos derivado de un hecho imponible (art.11 de la Ley 
113/12) 

El contribuyente es considerado el “verdadero sujeto pa-
sivo” de la relación tributaria, dado que este debe el pago 
de su propia deuda u obligación, al ser el que realiza el 
hecho imponible por la legislación, demostrando así su ca-
pacidad económica. Por tanto, de acuerdo a la teoría y a 
la legislación antes estudiada, se entiende que el principal 
deber del contribuyente es el de contribuir al sostenimiento 
del gasto público. 

Regulación Constitucional de los principios de la Justicia 
Tributaria.

Los primeros años de la Revolución no existía un Sistema 
Tributario de carácter general en el ordenamiento económi-
co (Regueiro, 2007, p.96). El sistema y las concepciones 
económicas imperantes en el momento no entendían al 
tributo como un elemento esencial para la estructura eco-
nómica establecida. Los gastos públicos se alcanzaban a 
través de otras formas de financiación más en consonancia 
con la visión del Estado. A pesar de los cambios que atra-
vesó el país durante el llamado “Período Especial” la tribu-
tación no se generalizó como una alternativa de solución a 
los problemas existentes.

Sin embargo, en la Constitución se refleja el ideal de la 
justicia social y el propósito de alcanzar ciertos fines que 
garanticen mejorar la calidad de vida de la población. 
Para el logro de esas metas planteadas se necesita el 
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establecimiento de una política de gatos públicos que per-
mita su cumplimiento y sostenimiento. El mantenimiento 
de esta política hace imprescindible el aporte de todos los 
ciudadanos y entes públicos. Por lo que el principio de so-
lidaridad se convierte en el pilar y fundamento principal del 
deber de contribuir. (Regueiro, 2007, p.101)

De modo que, a pesar de que desde el mismo inicio del 
constitucionalismo a nivel internacional ha resultado impo-
sible desligar la Constitución del deber de tributar, en el 
ordenamiento jurídico cubano es durante la última modifi-
cación de la Carta Magna en el año 2019 que se incorpora 
este deber en la financiación de los gastos públicos para 
las personas naturales (en los artículos antes tratados). 
Instrumentalizando el deber de contribuir para la consecu-
ción de los fines constitucionales. 

Se observa que en la regulación no se hace referencia a las 
personas jurídicas que forman parte de la vida económica 
de la nación y que, como ya se estableció, son sujetos, 
también, de la relación jurídico tributaria. Es especialmente 
relevante este hecho en los momentos actuales donde se 
incorpora un nuevo sujeto económico, las Micro, Pequeñas 
y Medianas Empresas, las cuales son fomentadas por la 
propia dirección del país. 

Para que este deber cumpla con los objetivos persegui-
dos con su regulación y de acuerdo a los valores de la 
Revolución, es necesario que se cumpla dentro de los pa-
rámetros establecidos por determinados principios. Dada 
la estrecha relación entre la Constitución y el Derecho 
Tributario, autores, como Calvo Ortega, consideran la regu-
lación constitucional de los principios tributarios como “la 
principal herramienta para la transformación del sistema 
tributario”, contribuyendo a su formación como un sistema 
más justo (Calvo Ortega, 2012).   

Su regulación constitucional ha permitido la eliminación de 
cargas tributarias excesivas, disminución de los delitos fis-
cales y a una mayor protección de los contribuyentes. Los 
principios se establecen para garantizar que se alcancen 
los valores de igualdad y justicia, no solo a través del pago 
del tributo, sino fomentando que el no pago del tributo se 
consideraría inadmisible. (Simón, 2011)

Su proyección, como valores superiores del ordenamien-
to jurídico, a la justicia tributaria, entendiéndola como área 
concreta de la justicia en general y no como algo indepen-
diente o distinto, y extiende su aplicación para la orienta-
ción e información, por consiguiente, al ámbito tributario. 
Aquellos que por su valor obtienen el rango de constitu-
cionales pueden igualmente utilizarse por los tribunales de 
justicia como guía para la resolución de conflictos. (Simón, 
2011)   

Estos principios son los llamados principios de la justicia 
tributaria y, a pesar de los cambios realizados en materia 
económica y constitucional en el país, en el ordenamiento 
jurídico cubano no se encuentran regulados expresamente 
en la Constitución. 

Conceptualización de los Principios Materiales y Princi-
pios Formales de Justicia Tributaria. 

Son principios del Derecho aquellas ideas rectoras, direc-
trices o fundamentos en los que se asientan, inspiran e 
informan las normas jurídicas o regulaciones presentes y 
futuras. Sus funciones implican la información, interpreta-
ción, compaginación y organización de las legislaciones 
en un ordenamiento jurídico. En materia tributaria son aque-
llos que deben ser aplicados y respetados por legisladores 
y trabajadores del Derecho referentes a los tributos para 
garantizar la protección de los contribuyentes y la justicia 
del sistema. En correspondencia con su aplicación se han 
clasificado en Principios Materiales y Principios Formales. 

Son principios materiales, según la doctrina, aquellos que 
“alertan sobre el contenido sustantivo que debe tener una 
determinada materia”. Estos principios generalmente se 
encuentran estrechamente dependiendo uno del otro para 
su existencia. Deben tenerse en cuenta y respetarse al mo-
mento de la concepción de los tributos en la legislación 
ya que su correcta aplicación garantiza igualdad y justicia 
para los contribuyentes. (Simón, 2011)

La doctrina internacional, comúnmente, reconoce como los 
principales principios materiales: la generalidad, igualdad, 
progresividad, no confiscatoriedad, y la capacidad econó-
mica. En Cuba en la Ley 113/2012 del Sistema Tributario en 
su artículo 2 se establece: “Los tributos se establecen so-
bre la base de los principios de generalidad y equidad de 
la carga tributaria, en correspondencia con la capacidad 
económica de los sujetos obligados a su cumplimiento.”  
De modo que se entienden como principios materiales de 
justicia tributaria en el país el de: generalidad, equidad de 
la carga tributaria y capacidad económica.

Son principios formales los que se refieren a criterios de 
forma. Definen los requisitos y establecen las directrices 
para la estructuración de las normas en materia tributaria. 
Manifiestan, también la competencia relativa a los legis-
ladores de dichas normas. La doctrina, reflejada en auto-
res como Poveda Blanco, Pérez Royo, Rodríguez Bereijo, 
Zavala Ortiz, y García Vizcaíno, concuerdan que los princi-
pales principios formales son: la legalidad y la reserva de 
ley, entendidos actualmente como expresiones sinónimas. 
Sin embargo, a pesar de estar estrechamente relaciona-
dos, no son exactamente idénticos o el mismo, tenien-
do puntos de discrepancia (Simón, 2011). En la Ley del 
Sistema Tributario no se regulan expresamente.

Principios Materiales de Justicia Tributaria 

Principio de la Generalidad

Determinados autores entienden el principio de 
Generalidad como una simple manifestación del principio 
de igualdad ante la ley. Se limita su aplicación al momento 
de creación de la ley tributaria, en el cual se regulen todos 
los supuestos donde se aprecie la capacidad económica 
de los contribuyentes y por tanto que se vean obligados a 
contribuir. Algunos autores, como Pérez de Ayala, lo define 
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como “simples reglas para la aplicación y desarrollo del 
principio de capacidad económica”. (Simón, 2011)

Neumark (1974) define este principio desde un punto de 
vista más subjetivo, estableciendo que este exige que to-
das las personas, tanto naturales como jurídicas, con ca-
pacidad económica y que cumplan con las razones tipifi-
cadas por la ley para el pago del tributo, deban hacerlo. La 
mayoría de la doctrina coincide con esta dirección, dado 
que se entiende que este responde al deber general de 
contribuir. 

Se concibe como requisito que se le establece al legisla-
dor exigiéndole que tipifique el hecho imponible por el que 
debe responder el contribuyente como todo acto, hecho o 
negocio jurídico que implique la existencia de capacidad 
económica (Simón, 2011). De modo que, toda persona con 
capacidad económica manifestada debe contribuir, sin 
distinción, ya que todas se ven beneficiadas por el sistema 
social y de gastos públicos aplicado. 

El principio tratado se considera reflejo del principio de 
igualdad, al establecer que, salvo determinadas excep-
ciones, dadas por razones políticas, sociales, económicas 
o culturales y que constituirían concesiones de beneficios 
sociales respaldadas por la ley y la propia Constitución, 
todos los ciudadanos que se encuentren en igual de condi-
ciones se encuentran obligados a tributar. 

Se establece como requisito para demostrar el valor de la 
igualdad en los ordenamientos jurídicos, solidificando el 
propio principio de igualdad. Su aplicación se extiende a la 
destinación de los fondos tributarios obtenidos, dado que 
estos deben destinarse al patrimonio estatal y, por tanto, 
formar parte del presupuesto general del Estado, no pue-
den existir beneficiarios fuera de los parámetros estableci-
dos en la ley para ello. 

En la legislación cubana se regula este principio en el ar-
tículo 2 de la Ley Tributaria (antes mencionada) como: “El 
principio de generalidad exige que todas las personas ju-
rídicas y naturales, con capacidad económica, deben que-
dar obligadas al pago de los tributos establecidos por el 
Estado.”

Principio de Equidad de la carga tributaria. 

El principio de equidad de la carga tributaria es el reflejo 
del principio constitucional de igualdad en materia tribu-
taria. Su regulación en la ley es la de la capacidad eco-
nómica.  Su contenido implica la proporcionalidad entre el 
tributo a pagar y la capacidad económica del contribuyen-
te, que solo pague quien deba pagar y que quienes se 
encuentren en situaciones similares sean tratados de forma 
similar también. (Regueiro, 2007, p.103)

Implica limitaciones al legislador estableciendo la igualdad 
entre supuestos de hecho semejantes. Trasciende la mera 
regulación de la norma, y se extiende a su aplicación a la 
exigencia de resultados semejantes en situaciones concre-
tas sustancialmente iguales y que ya se hayan conocido por 
las autoridades correspondientes. Tanto los contribuyentes 

como los operarios del Derecho en situaciones de similitud 
deben ser sometidos a las mismas legislaciones, jurisdic-
ción y garantías. (Regueiro, 2007, p.103)

Se sobreentiende que este principio no debe confundirse 
con el de uniformidad, pues como se aplica la igualdad 
de trato a situaciones semejantes, debe existir desigualdad 
para los casos en que se aprecian criterios elementales 
diferentes, siempre que se basen en fundamentos razona-
bles, no arbitrarios y objetivos. El legislador puede regular 
en la norma casos especiales donde a pesar de poseer 
capacidades económicas similares la carga tributaria sea 
distinta, teniendo en cuenta ciertos criterios que no nece-
sariamente deben ser tributarios, pero que deben poseer, 
obligatoriamente carácter constitucional.  (Regueiro, 2007, 
p.103-104)

 En el artículo 2 de la Ley Tributaria de Cuba se regula: “El 
principio de equidad consiste en que las personas con si-
milar capacidad económica, quedan sujetas a similar carga 
tributaria, y a las que demuestran una capacidad de pago 
diferente, se les determinen cargas tributarias diferencia-
das, protegiendo a las de menores ingresos.”

Principio de capacidad económica 

La capacidad económica es la aptitud o suficiencia econó-
mica del contribuyente para hacer frente a la obligación del 
pago del tributo al ente público. Constituye la posibilidad 
económica del individuo para contribuir al financiamiento 
de los gastos públicos. Se determina de acuerdo al patri-
monio propio o capital de cada sujeto. La capacidad eco-
nómica de las personas depende de la realidad económica 
de su lugar de residencia, así como de los ingresos que 
reciba en correspondencia de los gastos en los que deba 
incurrir. (Simón, 2011)

En la doctrina varios autores, como Ferreiro Lapatza, en-
tienden a la capacidad económica como capacidad con-
tributiva, definiéndolas como “la capacidad del sujeto para 
soportar la carga tributaria”. Sin embargo, capacidad tri-
butaria se entiende como la posibilidad económica del in-
dividuo para pagar el impuesto una vez haya cubierto sus 
gastos vitales. De modo que para que exista capacidad 
contributiva es indispensable que haya capacidad econó-
mica, pero no al contrario. (Simón, 2011)

Actualmente se ha evidenciado un claro cambio en la na-
turaleza de este principio. Pasó de ser el fundamento del 
deber de contribuir a ser solo uno de los criterios a tener 
en cuenta al momento de realizar la contribución. Su inter-
pretación actual lo reconoce como una exigencia al legisla-
dor a establecer en la norma tributaria que el pago del im-
puesto de los contribuyentes se norme en correspondencia 
con su capacidad económica. De modo que este principio 
informa al sujeto su deber de contribuir. (Regueiro, 2007, 
p.105)

Uno de los principales requisitos de este principio es al 
establecimiento de los tributos en correspondencia con 
las manifestaciones de fuerza económica, generando una 
garantía de imposición. Este principio establece límites 
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específicos para la tributación: el deber de existencia de la 
fuerza económica para sustentar el pago del tributo y una 
vez comprobada esta no se le puede obligar de forma que 
se le prive esta. (Simón, 2011)

El Tribunal Constitucional Español establece dos formas 
principales mediante las cuales este principio se aplica en 
la constitución del tributo. La primera establece la nega-
ción de uso exclusivo de este principio, es necesario que 
se apliquen otros principios en igual o mayor medida. La 
segunda define que el grado de incidencia del principio 
debe ser mínimo, “aplicable sin la mayor consideración”, 
si bien no debe desaparecer. Se mantiene la relación entre 
los principios, solo que la capacidad económica adquiere 
menor importancia en la regulación del tributo. (Regueiro, 
2007, p.106)

En la legislación cubana solo se hace referencia al prin-
cipio de capacidad contributiva como requisito a cumplir 
para el deber de contribuir, sin hacer referencia, como en 
los otros principios ya tratados, a una definición o elemen-
tos principales. 

Principio de no confiscatoriedad

El principio de la no confiscatoriedad nace con la 
Constitución de España de 1978 unido al principio de pro-
gresividad y como límite de esta. Entendiendo a la progre-
sividad como principio de fijación de las cargas tributarias 
mediante el cual esta se aplica en consonancia con la ca-
pacidad económica y, por tanto, mientras mayor es la po-
sibilidad de pago, mayor es el tributo. Abarca no solo la 
creación de la norma sino también su aplicación y puede 
extenderse hasta el régimen de sanciones. (Simón, 2011)

El principio a tratar se entiende como una extensión del 
principio de capacidad económica, estableciendo que el 
efecto de la tributación no puede anular la capacidad con-
tributiva de los sujetos. El Tribunal Constitucional Español 
refiere la relación entre estos principios que la no confisca-
toriedad representa “(…) exigencia lógica que obliga a no 
agotar la riqueza disponible (…) so pretexto de contribuir 
(…)”. De modo, este se convierte en el límite máximo para 
la configuración de la carga tributaria. (Regueiro, 2007, 
p.107)

Martín Queralt, et al. (1999) establecen que la principal 
finalidad de la no confiscatoriedad es impedir posibles 
conductas patológicas de las prestaciones patrimoniales 
coactivas o una radical aplicación de la progresividad que 
atente contra la capacidad económica que la sustenta. De 
modo que se entiende que este principio funciona como 
garantía del principio de capacidad económica y como tal 
del contribuyente.   

En la legislación cubana no se encuentra regulado este 
principio.

Principios Formales de Justicia Tributaria 

Su creación se remonta a los siglos XII-XIII, comienzo mis-
mo del propio constitucionalismo, basado en la máxima 

nullum tributum sine lege, a través del cual se establece 
que se regule constitucionalmente que determinados ele-
mentos solo se pueden regular por ley, o sea que reserven 
en ley. De esta forma el principio de reserva en ley es con-
siderado como la más clásica garantía del contribuyente. 
(Simón, 2011) 

Es en correspondencia con este principio que, a partir del 
siglo XIX las normas financieras y tributarias se establez-
can mediante ley. De este modo se evita que los entes pú-
blicos tomen decisiones arbitrarias, injustas y discrimina-
torias en el establecimiento de los tributos y la distribución 
de los gastos. Varios autores consideran este principio por 
las características antes enunciadas como equivalente al 
principio de legalidad. (Simón, 2011)

El principio de legalidad es definido por Julio Fernández 
Bulté, “como una forma de existencia política o un método 
de dirección estatal (...) que consiste en la promulgación 
de leyes que expresan patrones conductuales (...) que de-
ben ser cumplidos estrictamente por el Estado, las organi-
zaciones sociales y políticas y los ciudadanos”. Se entiende 
como un principio estructural de carácter constitucional de 
la política de un Estado y su manifestación en la materia 
tributaria lo convierte, por consiguiente, en un principio de 
justicia tributaria. 

Liana Simón Otero manifiesta que: 

“El principio de legalidad tributaria es aquel mediante el 
cual todo acto realizado por la administración tributaria, 
ya sea concreto o abstracto, debe tener su fundamento 
en una ley previa, pues la administración no puede por sí 
misma crear, modificar o anular tributos, deberes o dere-
chos si una ley no los ha establecido o no la ha habilitado 
para ello” (Simón, 2011). 

El principio de reserva en ley constituye un complemento al 
principio de la legalidad, dado que el objetivo del primero 
es establecer límites al legislador al hacer obligatoria la re-
gulación de ciertas materias. Estas materias a reservar se 
determinan de acuerdo a su valor o importancia económi-
ca y social. Eliminando de esta forma posibles injerencias 
de los intérpretes del Derecho y la disposición arbitraria 
del principio de legalidad por parte de los legisladores. 
(Simón, 2011)

Respecto a las materias a reservar en ley la doctrina con-
cuerda en que se aprecian 2 maneras para su regulación 
constitucional: reserva absoluta y meramente relativa. En la 
primera vía la ley regula de manera absoluta todas las ma-
terias que le son reservadas, sin que exista la posibilidad 
de que una ley distinta la trate. Mientras que en el segun-
do caso la ley se limita a establecer los principios y crite-
rios sobre los cuales leyes posteriores podrán desarrollar 
la materia. Las materias que no se encuentren reservadas 
por ley requieren para su reglamentación que exista una 
cláusula legal previa que lo justifique. (Simón, 2011)

La reserva en ley resulta de extrema importancia dado que 
garantiza que las materias fundamentales en el mundo tri-
butario se regulen por una ley con una jerarquía superior 
y evita situación de doble imposición y contradicciones al 
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sistema de los tributos que podría darse si concurrieran 
varios órganos con estas facultades. (Simón, 2011)

La Constitución de la República regula el principio de lega-
lidad socialista como una obligación de todos (art.9). En la 
Ley 113 del Sistema Tributario se puede comprender, im-
plícitamente, la aplicación tanto del principio de legalidad 
como el de reserva en ley. Sin embargo, en ninguno de 
los cuerpos legales antes mencionados se legisla explíci-
tamente los principios formales estudiados. 

RESULTADOS

La historia ha demostrado que el pago del tributo es un 
elemento esencial para la vitalidad de todo sistema econó-
mico. Es una entrada relativamente estable de dinero a los 
fondos del Estado. Es por ello que se hace tan imprescin-
dible su regulación. Es el contribuyente el sujeto que se ve 
obligado por ley al pago de este tributo. 

La Constitución Cubana de 2019 el deber de contribuir 
de las personas naturales al financiamiento de los gastos 
públicos. Sin embargo, no se hace referencia alguna a la 
aplicación de este deber a las personas jurídicas. Para 
una mejor aplicación de este deber, su legislación debe 
cimentarse en el cumplimiento de los principios de Justicia 
Tributaria, que constituyen en esencia, las garantías bási-
cas de los contribuyentes. 

En la legislación cubana, partiendo de la propia Constitución 
de la República, no se regulan estos principios. Es en la 
Ley Tributaria donde se legislan solo 3 de los principios de 
Justicia Material. Sin embargo, y a pesar, de que de alguna 
forma se puede inferir la aplicación del resto de los princi-
pios, estos no se encuentran regulados textualmente. 

CONCLUSIONES
Los contribuyentes, como verdaderos sujetos pasivos en la 
relación jurídico-tributaria, son los que poseen la responsa-
bilidad del pago de la obligación o tributo al ente público, 
de modo que su principal deber es el de contribuir.

El deber de contribuir, regulado por primera vez en la 
Constitución de 2019, necesita para su debida aplicación 
y como garantía para el cumplimiento de los objetivos para 
los que se legisla, que su desarrollo se fundamente en 
principios determinados. Estos principios por su importan-
cia para la vida económica del país, deben tener carácter 
constitucional y por su contenido pueden ser formales o 
materiales. 

La regulación de los principios de Justicia Tributaria en 
Cuba, como garantías para los contribuyentes, encuentra 
determinadas carencias en nuestro ordenamiento jurídico. 
Estos no se encuentran legislados en la Constitución y solo 
algunos de los principios materiales se encuentran expre-
samente legislados en la Ley del Sistema Tributario (gene-
ralidad, equidad de la carga tributaria y capacidad eco-
nómica). El resto se puede sobreentender su aplicación a 
la ley, pero no cuentan con respaldo en dichos cuerpos 
legales. 
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